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			A Marian. 
A Evita.

			Que se ocupan de lo verdaderamenre
importante mientras nosotros
tratamos de salvar el mundo con
escasas posibilidades de éxito.

		

	
		
			Introducción. 
UNA POLÍTICA PROCRIMINAL

			Cuanto más cerca está la caída de un imperio, 
más locas son sus leyes.

			Atribuido a Marco Tulio Cicerón

			Elitecracia, una agenda política que nadie 
ha votado

			Uno tiene la sospecha de que las reglas del juego social están, como mínimo, parcialmente adulteradas. Las noticias de pequeños y grandes hechos delictivos nos han acompañado desde que tenemos memoria, ya se trate de hurtos, robos, palizas, violaciones, asesinatos, secuestros o terrorismo. Desde que existen los medios de comunicación y podemos conocer, casi en tiempo real, lo que ocurre en el mundo, y aunque las personas honradas saben que poco podemos hacer por evitar que el crimen exista, lo único a lo que podíamos aspirar era a que no nos afectara a nosotros o a los nuestros. Veíamos el telediario y en algún lugar remoto —y si era en España, siempre en las habituales zonas marginales—, los dramas se sucedían, pero, por lo menos, no en nuestro barrio, no debajo de nuestra misma casa. La verdad es que vivíamos relativamente tranquilos porque, a excepción de las bombas y los tiros en la nuca de ETA —y durante mucho tiempo convencieron al españolito medio de que eso solo le ocurría a los militares, policías y guardias civiles—, la probabilidad de convertirte en víctima de la violencia era muy baja.

			Hay quien sostiene que la delincuencia es una disfunción social que puede solventarse por la vía de la educación y con aquella cacareada máxima de la «igualdad de oportunidades», pero todos sabemos ya que ese razonamiento, que tenía sentido en los contextos sociales de mediados del siglo pasado, está dejando de servir en el mundo actual, donde la criminalidad tiene otro rostro y otros métodos operativos más globalizados y peligrosos.  

			El fenómeno clásico de la delincuencia, el de tirón de bolso y atraco a farmacia es fácilmente comprensible. Como decía Sabina en «Princesa»:

			Tú que sembraste en todas las islas de la moda las flores de tu gracia

			¿Cómo no ibas a verte envuelta en una muerte con asalto a farmacia?

			¿Con qué ley condenarte si somos juez y parte, todos, de tus andanzas?

			Sigue con tus movidas, nena, pero no pidas, que me pase la vida pagándote fianzas.

			En ese modus vivendi ochentero, el contexto social de tu existencia, tu cuna, los posibles de tu familia, tu entorno y tu barrio sí condicionaban de manera evidente tu conducta futura, y sin justificar ni entrar en grandes debates técnicos sobre criminología, sí podía explicar algunos comportamientos antisociales (la mayoría no tenían otra explicación que una palabra: heroína). Por eso, Sabina también dejó claro su negativa a condenar ese comportamiento antisocial: «¿Con qué ley condenarte si somos juez y parte, todos, de tus andanzas?».

			Y es que resultaba obvio. De madre prostituta y padre alcohólico, o de padre toxicómano y madre ausente o desde la crianza en el descampado, rodeado de jeringuillas, difícilmente, aunque se hayan dado casos, encontrábamos veinte años más tarde a la siguiente generación de doctores en Filosofía o Arquitectura. 

			La responsabilidad de aquella sociedad desordenada era de todos, pero ese contexto social ya no opera hoy como un marcador definitivo, aunque de eso hablaremos más tarde. 

			Una puñalada es una puñalada, y todos sabemos lo que ocurre cuando te apuñalan en el corazón. El titular es fácil de leer y la noticia sencilla de entender: «Joven de veinte años muere apuñalado». Y cuando lees en el cuerpo de la noticia que el muchacho estaba en la puerta de una discoteca y que llegó un grupo de chavales de una banda y le clavaron un pincho en el corazón, ya tienes claro lo que ha pasado. Algunos ciudadanos, tengan hijos o no, toman conciencia y se preocupan porque ven que el rumbo de la sociedad no es el correcto; otros solamente se interesan por el problema cuando tienen hijos. 

			Sin embargo, también hay una parte anestesiada, tenga descendencia o no, que cree que esas noticias son falsas, que nada de eso ocurre y que España es el país más seguro del mundo mundial porque gobiernan los suyos. Y también creen, por el contrario, que el mismo día que dejen de gobernar los suyos, pasará a ser un nido de delincuentes. Sí, es curioso comprobar que hay personas que no creen que dentro de nuestro mundo brillante se esconde uno muy oscuro. No importa cuántas noticias lean o cuántos testimonios escuchen, no lo creen hasta que no lo sufren. A veces, ni así llegan a creerlo. No saben lo rápido que el caos se extiende cuando las leyes se malean y corrompen, cuando el principio de igualdad se quiebra y cuando no se apoya a los agentes del orden. No entienden que los lobos acechan y que las ovejas están perdidas si atamos a los perros pastores. La realidad es que existen personas que tienen la desgracia de nacer con el cerebro averiado, y otros de ir a caer en familias completamente desestructuradas que viven en, por y para la delincuencia. También los hay malvados, viles, que disfrutan haciendo daño. Se les ve de lejos, casi lo llevan escrito en la cara. No obstante, los hay con exquisita educación y formación académica de alto nivel, con cabal apariencia y modales, pero que son criminales sin escrúpulos ni empatía. No se manchan las manos, pero con su acción, arruinan vidas y empresas e, incluso, destruyen naciones. Esta delincuencia, por lo sofisticada, pasa desapercibida para el común de los mortales hasta que, por azar, se tropiezan con ella de morro: el capital de una inversión que desaparece, los fondos de la cuenta corriente de una caja de ahorros que se han volatilizado, el dinero de unas pensiones contributivas «garantizadas» para las que ya no hay garantías porque el sistema es inviable, ingentes cantidades en subvenciones que siempre reciben los mismos, administraciones desleales o dinero público que «no es de nadie» —aunque en el fondo sabes de sobra que parte de ese dinero público es tu dinero—, la especialidad del niño bien que estudió económicas o empresariales y acabó arruinando la empresa que fundó su padre o el que, a sus tiernos dieciocho añitos, se afilió a las juventudes de un partido y acabó en un consejo de administración. En fin; el peculio, la divisa, el oro y el papel moneda suelen ser el objeto deseado de la «criminalidad limpia» y de la «criminalidad sucia», pero a diferencia de la «sucia» —donde lo que se busca es un Audi más grande, una cadena de oro más gorda o un adosado donde construir una piscina de mármol y un baño con grifería dorada—, la «limpia» o de corbata busca simple y llanamente poder, con todo lo que el poder implica. 

			¿Qué ocurre con la delincuencia que tradicionalmente se llamó de guante blanco? Y no nos referimos al elegante ladrón que roba un Rembrandt en un museo. Hablamos del chorizo de traje y corbata con cargo público que se vale de su puesto para llevárselo crudo, o para que otros se lo lleven a cambio de posteriores favores y puertas giratorias, o bien del que permite con su acción u omisión que el delincuente profesional tenga una carrera fecunda. El político, el gobernante, el diputado, director general o secretario de Estado que, con sus leyes absurdas o participando del sistema, contribuye a que nuestro país se esté convirtiendo en un nido de criminalidad y podredumbre, cada día más apestosa, ante la que ese ciudadano honesto, del que empezábamos hablando, está desamparado e impotente. Ni siquiera puede defenderse ya que esas mismas leyes que miman al delincuente, examinarán cada uno de sus movimientos el día que —Dios no lo quiera—, miembros de un clan entren en la casa donde duermen sus hijos de madrugada.

			—¿Fue usted proporcional? ¿Fue congruente? ¿Hubo necesidad racional del medio de defensa empleado? ¿Y ese disparo por la espalda?

			—¡Yo qué sé! Estaban mis hijos durmiendo y ellos eran tres encapuchados. Agarré la escopeta y disparé a todo lo que se movía. Estaba yo como para pensar. ¿Por qué no los examinan a ellos?

			Nayib Bukele, presidente de El Salvador, ha hecho célebre la frase que algunos llevamos casi una década pronunciando: «Cuando un gobierno no combate efectivamente la criminalidad no es porque no tenga la capacidad de hacerlo, sino porque los cómplices de los criminales están en el Gobierno». 

			Y así es: las naciones podridas son hijas de dirigentes podridos. Dirigentes que provienen de una sociedad que primero es individualista, después indolente ante la desgracia ajena y, al final, víctima de su propia inacción cuando la delincuencia la aplasta y ya es demasiado tarde para todo. Este es el escenario actual. El fin del mundo occidental. Un mundo sometido a una agenda que nadie ha votado, que nadie termina de entender y ante la que nadie protesta, porque los líderes de los habituales agentes de agitación callejera, los jóvenes de la izquierda, rebeldes de IPhone, Vans y X —antes Twitter—, han sido comprados por las élites que promueven esa agenda para que actúen como disidencia controlada, defendiendo todos y cada uno de los puntos del oscuro ideario que, repetimos, nadie ha votado: la elitecracia.

			La elitecracia es el poder oculto, difuso. Es la mano que mece el mundo. Todos hablamos de ese poder, pero nadie lo conoce. Cuidado, amigo, porque convertirse en siervo de la elitecracia es muy sencillo. Basta con leer poco o leer mal. A veces basta con leer demasiado de lo que algunos han escrito para adoctrinar a los que les han de servir.

			En ocasiones, esos siervos pueden llegar a ocupar cargos de relevancia intermedia, pero muy bien remunerados. Es ahí, cuando pobres desgraciados que hasta entonces eran personas normales o lo parecían, pasan de ser corrientes asalariados a ostentar carguito y, es ahí, cuando sacan lo que llevan dentro y demuestran que este mundo no tiene arreglo.

			Es el albañil convertido en concejal que, de pronto, se transforma en promotor y constructor, pelotazo mediante. Es el abogado, la juez, el empresario y el camarero, la arquitecta y la metre del hotel; la médico y el músico de orquesta que, por alguna magia o hechizo, reciben una pizca de poder político y se vuelven locos, ajenos a lo humano, y pasan a creerse el ombligo del mundo, a llegar tarde a todas partes porque, mientras que antaño no eran nadie, ahora se creen muy importantes.

			En ese proceso, una profesora de la concertada, por ejemplo, que gana poco más de 1.600 euros al mes, consigue un carguito a base de sonreír y aparecer en todos los actos del partido, sabiendo a quien tiene que hacer la pelota y que, en poco tiempo, pasa a cobrar 3.000 euros y, después, 4.000 —y, aun así, le sigue pareciendo poco y se permite el lujo de decir que «pierde dinero en política»—, se pierde la noción de la realidad. Es en el juego de mantenerse y de querer lo que es de otro, en el que no importa mentir, trepar y medrar, levantar falsos testimonios contra los que tiene a su alrededor, con tal de seguir saliendo en la foto. Y es en el momento en que empieza a exigir que le lleven cada día el café al despacho o a pedir que le cambien las obras de arte de la pared porque «le parecen muy tristes» cuando, alguien que no era nadie, se viene arriba y cree que los que eran de su categoría laboral hasta hace un par de meses ahora son sus esbirros. En ese periplo se consiguen arruinar otras vidas y, aunque ellos no se den cuenta, acaban convertidos en mamarrachos apesebrados cuya única opción —porque en cualquier otra esfera de la vida se morirían de hambre o ganarían cuatro chavos—, es seguir agarrados al clavo ardiendo del miserable puestecito que justifica su patética existencia.

			Es la condición humana, parece ser, envidia y codicia. Y más que envidia y codicia, cobardía y paranoia. El siervo de la elitecracia siempre está alerta, porque se cree elegido y, a su alrededor, todos conspiran para arrebatarle su puesto. El siervo cree que lo espían, que tiene micros en el despacho, agentes de información que lo siguen; cualquier noticia sin importancia en la que sea citado, es para el siervo una afrenta directa a su persona. Todos se han confabulado en su contra. La desconfianza y el miedo que siente no son otra cosa que el reflejo de su mediocridad y su estupidez. No tolera que nadie le lleve la contraria. El siervo de la elitecracia necesita de la mentira y el halago, porque tiene tanto miedo de los que le dominan que ejerce su despotismo sobre los que están por debajo de él. Exhibir sus constantes caprichos y su despotismo es la forma de colmar su necesidad de sentirse importante. Siempre está rodeado de gente con la que sonríe y se abraza, pero no ama ni es amado. 

			No es extraño que este tipo de gente, que se cree con derecho a tenerlo «todo pagado», acabe creyendo que todo el presupuesto de una institución les pertenece. Y así pasa que, a fuerza de ir contratando y comprando para sí o sus acólitos, acaba tejiendo una red clientelar de favores, cohechos, prebendas y tráfico de influencias que se lleva toda la pasta. Y se sorprende cuando la UCO de la Guardia Civil entra en su casa y se lo lleva engrilletado y se pregunta qué ha hecho mal.

			Gobernar para el crimen

			El crimen es tan antiguo como el mundo. Se ha usado como método de supervivencia, como forma de enriquecimiento o como sistema de desestabilización política mediante el terror, pero en muchas ocasiones se ha desarrollado con la complacencia de las más altas esferas del Estado. 

			Es por eso que llega un momento en la historia de todo país en el que los ciudadanos de a pie —confiados en que por encima de ellos hay un sistema protector y garante de sus derechos, con una maquinaria que sanciona al malo y recompensa al bueno y que incluye a una policía que impide cualquier desorden y agresión— se caen del guindo y se dan cuenta de que están solos, de que son esclavos del sistema y no ciudadanos, de que son el juguete del poder y no el objeto de su cuidado. 

			Ese día, cuando la protección ha fallado, cuando el daño se ha producido y es irreparable, no importa qué indemnización puedan recibir, la desesperanza cunde en las víctimas y sus familias. Esas familias ya nunca esperarán nada del sistema ni de sus leyes. Resignados a vivir su sufrimiento en soledad, podrían llegar a asumir que su pérdida fuera olvidada por la sociedad, pero lo que jamás podrían imaginar es que su pérdida, su inmenso sacrificio, fuera despreciado precisamente por las más altas instituciones de un Estado al que, ahora, ya consideran cómplice. 

			«Ya no me quedan dudas de que cerrarás más veces los ojos y dirás y harás muchas más cosas que me helarán la sangre». Estas palabras son parte de una carta que Pilar Ruiz escribió en mayo de 2005 al entonces secretario general del Partido Socialista de Euskadi, Patxi López, cuando el PSOE comenzaba a blanquear la historia de la banda terrorista ETA por intereses políticos. Entonces no se usaba el término «viral» y las redes sociales estaban en pañales, pero el contenido de la carta corrió como la pólvora en la prensa, televisión y radio. Sin embargo, el mensaje no debió llegar a Patxi López ni a ninguno de los miembros del gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero, entonces en el poder. Si llegó, se lo pasaron, como vulgarmente se dice, por el forro.

			Para entender por qué Pilar Ruiz tenía motivos para estar cabreada, conviene explicar que era la madre de Joseba Pagazaurtundúa, militante socialista y jefe de la Policía Local de Andoáin asesinado por ETA el 8 de febrero de 2003, dos años antes de que escribiera tan proféticas palabras.

			Pagaza, como le llamaban sus amigos, fue sistemáticamente acosado por los vecinos de su pueblo e, incluso, por los mandos policiales de la Ertzaintza, que ignoraron deliberadamente cuantas informaciones sobre el entorno de ETA intentó trasladar a la cúpula para que se produjeran detenciones. A raíz de ello y de que comunicó a la Guardia Civil aquellos datos y se desarticuló un comando terrorista, su calvario se tornó martirio. El entorno abertzale quemó cuantos coches tuvo, incendió la fachada de su casa, amenazó su vida y la de su familia. Pagaza solicitó en reiteradas ocasiones su traslado y escribió a Javier Balza, consejero de Interior del gobierno vasco, afirmando que «cada día veo más cerca mi fin a manos de ETA». Este no hizo absolutamente nada. Cuando a Joseba le volaron la cabeza de cuatro tiros, mientras estaba en un bar, negó haber recibido aquellas cartas.

			Al año siguiente, el ayuntamiento de Andoáin le concedió la medalla al mérito, con los votos en contra del PNV y Eusko Alkartasuna, otro de esos partidos que han acabado por integrarse en Bildu. La excusa que utilizaron para votar en contra de la condecoración fue que «el homenaje rompía los consensos».

			En mayo de 2006 un soplo a los responsables del aparato de extorsión de ETA, ordenado por parte de la cúpula del ministerio de Interior, dirigido entonces por Alfredo Pérez Rubalcaba, desbarataba en el bar Faisán de Irún (Guipúzcoa) una larga investigación para desmantelar parte del sistema de extorsión de la banda. Este suceso coincidió casualmente con la tregua de ETA, conseguida por Zapatero. Esta «tregua», vendida a la sociedad española como «el fin de ETA» y que, tras unas cuantas bombas, unos cuantos muertos y muchas bajadas de pantalones del Gobierno, culminó con una grotesca puesta en escena, digna del más disparatado episodio de La Vida de Brian, en la que los terroristas presentaron cuatro pistolas oxidadas fingiendo que entregaban todo su arsenal y renunciaban a la lucha armada. 

			La citada escenificación, por lo ridículo, podría haber encajado perfectamente en un gag de La hora chanante y resultaría graciosa de no ser porque, detrás de aquellos asesinos embozados, había tantos crímenes. Entregaron aquellas pistolas roñosas, unos petardos y cuatro escopetas, pero guardaron a buen recaudo abundante material por si volvían a necesitarlo. Por lo demás, efectivamente, renunciaron a la «lucha armada». Eso dijeron. Ya no les hacía falta.

			Cuando a la banda de valientes que disparaban siempre por la espalda ya no le quedaba un hálito de vida, derrotada por el ejército, los policías y los guardias civiles, la tregua del PSOE supuso para ellos un balón de oxígeno. Y todo para poder vender en el futuro que el fin de ETA había sido éxito y mérito suyo. ¿Cómo no se le iba a helar la sangre a los familiares y amigos de las víctimas?

			ETA y sus grupúsculos acababan de vencer al Estado. A partir de entonces, dictan el destino de millones de españoles desde sus escaños en el Congreso de la nación que odian y, poco a poco, con la sabiduría de la experiencia que acumulan en la materia, secuestran las instituciones de la autonomía vasca, desplazando al Partido Nacionalista Vasco, al que bien empleado le está, pues fueron los padres y abuelos que consintieron a los niños mimados de la borroka que hoy les disputan en el poder.

			Aun así, los etarras no se resistieron a una última demostración de fuerza. El 30 de diciembre de 2006 volaron el aparcamiento de la Terminal 4 del aeropuerto de Barajas, mataron a dos personas, dejaron millones de euros en daños y, ni por esas, el Gobierno fue contundente en su mensaje de condena ni en su acción. Llegaron incluso a justificarlo con los habituales «no querían», «se les fue la mano» o «avisaron, pero fue tarde». El propio ministro Pérez Rubalcaba afirmó que «probablemente no formaba parte del plan de ETA que murieran dos personas»,1 y el presidente Zapatero se refirió al atentado diciendo que había sido «un accidente». El Estado de derecho volvió a agachar la cabeza.

			Veinte mil personas se encontraban aquel día en la terminal. No fue una masacre de proporciones bíblicas porque cientos de policías, vigilantes de seguridad, empleados de las compañías aéreas y personal del aeropuerto se jugaron la vida para evacuar la terminal y el aparcamiento. No llegaron a tiempo para salvar a los ciudadanos ecuatorianos Diego Armando Estacio y Carlos Alonso Palate, de diecinueve y treinta y cinco años, respectivamente, que se encontraban en sus vehículos, esperando a unos familiares. Fallecieron enterrados bajo toneladas de escombros. Veintiséis personas resultaron heridas.

			El Gobierno despachó la muerte de estos pobres currantes, que habían venido a nuestro país a trabajar como mulas para proporcionar un mejor futuro a sus familias, con una serie de actos difundidos a bombo y platillo. Retornaron los cadáveres a su país. ¡Qué menos! Les dieron 280.000 míseros euros de indemnización y, en febrero de 2007, publicaron en el BOE la concesión de la medalla de oro al mérito en el trabajo. Como siempre, tarde; como siempre, tapando los cadáveres con tierra y las negligencias políticas con pompa y boato.

			Muchos personajes fueron los protagonistas de aquella España oscura de finales del siglo pasado, que nos trajo hasta esta era aún más tenebrosa. José María Setién, el obispo de San Sebastián, que desde la década de 1980 cobijó en el seno de la iglesia a los terroristas, dio continuidad a la tibieza de parte del clero vasco que se olvidó del «no matarás». Javier Arzalluz, el político del PNV que se solazaba de recoger las nueces que caían de los árboles que agitaban «los chicos de la gasolina». Baltasar Garzón, el juez que llevaba demasiado tiempo entretenido instruyendo la trama de extorsión etarra sin llegar a ninguna parte. Fernando Grande-Marlaska —que, siendo juez, ordenó a los guardias civiles que llevaron el caso Faisán que «solo le informaran a él y no a sus superiores»—, años más tarde, ya como ministro del Interior, cesó al coronel Pérez de los Cobos por informar solo al juez y no a sus superiores. 

			El hombre que caminaba deprisa

			Más tarde llegaría Mariano Rajoy: la esperanza en forma de mayoría absoluta de una España acongojada por la crisis. El hombre sereno y reflexivo. El hombre que no corría, sino que caminaba deprisa. Tan sosegado y prudente que no hizo nada más que sumirnos en una nueva inercia: la del complejo, la del laissez faire, laissez passer, pero a su estilo, inflando a impuestos a las clases medias y trabajadoras y sin presentarse a una sola batalla ideológica. Sentado en su trono de vacío existencial con la esperanza de ver pasar el cadáver del enemigo. Al final, el cadáver fue el suyo. Un vaso de güisqui y un bolso mediante. La traición y la nada.2 Tan sereno era Mariano que, en 2015, mientras paseaba por Pontevedra en olor de multitudes, un chiflado se saltó el inexistente cordón de seguridad y alcanzó a darle un bofetón. Era la primera vez en la historia de la democracia que alguien agredía de manera directa a un presidente, pero no pasó nada. Así de sereno era él. En un país en el que la Agencia Tributaria puede perseguirte por vender demasiado en Wallapop o por recibir regalos de boda, dar un guantazo al presidente del Gobierno no tiene ningún coste. Bueno sí, condenaron a Capi —así se llamaba al autor del guantazo—, a dos años en un centro de menores, de esos donde se juega al básquet y a la Play todo el día. Luego salió en libertad vigilada, tras uno de esos cursos de reinserción social tan efectivos. Tan efectivos que en 2020 volvió a ser condenado por los delitos de amenazas y lesiones. Aquí ya era mayor, pero no le iban a meter en prisión, pobre. Así que pagó una pequeña multa y a volar. Para acabar de demostrar la infalibilidad de nuestros sistemas de reinserción y reeducación social, en 2023 entró en la redacción del periódico La Voz de Galicia, buscó al periodista que había dado la noticia de su detención en 2020 y lo apuñaló. Otro éxito de nuestra política procriminal. 

			Con Rajoy sucedieron muchas cosas, pero pocas buenas, pues la tibieza nunca ha sido aliada de la victoria en tiempos difíciles. En lo referente a nuestro Estado del bienestar, que ya había sido destruido por el partido que se hace llamar obrero y español —y no hablamos únicamente de sanidad, educación o pensiones, sino en lo que a seguridad ciudadana se refiere—, el Partido Popular también estuvo en babia. Con una mayoría absoluta no fue capaz de derogar una sola norma de las que su funesto antecesor en La Moncloa había promulgado, y así le fue. Pocos días después de regalar al PNV otro montón de millones con el «cuponazo vasco», fue traicionado por ellos en una moción de censura. 

			El tahúr

			De esta forma llegó al poder Pedro Sánchez, un licenciado en Económicas con dificultades para distinguir entre John Maynard Keynes, Adam Smith o Milton Friedman, y un jugador de básquet mediocre, pero con el ego del tamaño del hangar de un zepelín y una especial habilidad para la treta y la mentira. Un ninja de la política cargado de bombas de humo, un tahúr, un impresentable. Alguien que vendería a su propia hermana por un plato de lentejas, capaz de defender un día una cosa y al día siguiente la contraria, si eso le sirve para permanecer unos meses más en el poder. Al Capone tenía los mismos códigos morales.

			Década y media después de que a Pilar Ruiz se le helara la sangre, Sánchez pactaba con Bildu, a pesar de las muchas ocasiones en las que dijo que jamás lo haría, condicionando así el destino de España a los intereses de gentuza como Arnaldo Otegi. 

			Al final, en septiembre de 2022, Patxi López, ya como portavoz del Gobierno, y con un desparpajo y una cara dura dignos de un vendedor de coches usados de película americana, salió a defender los pactos a los que su partido había llegado con los filoterroristas de Bildu. Sí, como había predicho Pilar, a muchas víctimas de ETA se les heló la sangre ese día. 

			Algunos militantes levantaron tímidamente la voz, pero no tardarían en volver a bajarla. Sillones y elecciones municipales y autonómicas mediante, los supuestos barones díscolos del PSOE y sus acólitos, que durante el ciclo legislativo jugaban a ser críticos con la dirección del partido, hicieron el caldo gordo a Sánchez, votando sí a cualquiera de sus dislates legislativos, sin hacer ascos a leyes que favorecían a agresores sexuales o terroristas si con ello aseguraban su poltrona.

			En el momento de escribir estas líneas, el poder judicial ha informado de que son ya más de 125 los violadores y pederastas excarcelados y más de 1.200 los que se han beneficiado de la reducción de condenas derivada de la ley popularmente conocida como «Solo sí es sí».3 Esta ley fue un proyecto estrella del Ministerio de Igualdad dirigido por Irene Montero, dentro del Gobierno de coalición de socialistas y comunistas. Se espera que cientos más disfruten de las bondades de una ley supuestamente creada para proteger a las mujeres y que ha dejado libres a los lobos que las acechan. PSOE y Podemos, y los que hoy se hacen llamar Sumar, pero que ayer se hacían llamar otra cosa, la aprobaron sonriendo, aplaudiendo y gritando mamarrachadas del tipo «¡Nos queremos vivas!»; como si alguien, más allá de los asesinos, las quisiera muertas. 

			Nunca la mujer había retrocedido en derechos y libertades en España hasta la llegada de los comunistas al poder gracias a Pedro Sánchez. El papel asignado a la mujer cuando empieza el franquismo, como «ángel del hogar», no era ya exactamente el mismo a la muerte del dictador y con el inicio de la Transición, con una sociedad cada vez más desarrollada. Tampoco los roles predominantes de la mujer en aquellos primeros años de transición a la democracia, todavía en buena medida circunscritos al ámbito doméstico, tenían nada que ver con el de los tiempos actuales. Fue durante la legislatura en la que Pedro Sánchez permitió, para poder gobernar, que España fuera el único país de Europa con comunistas en puestos de poder, cuando la mujer perdió, por primera vez en un siglo, derechos y libertades que ya estaban firmemente consolidados. Pasaron a ser consideradas por la Administración como seres tutelables y tuteladas, vistas desde la perspectiva más insufriblemente paternalista mientras, también gracias a su negligente política en el área de la seguridad ciudadana, sufrían el incremento exponencial e histórico de las agresiones sexuales, veían sus espacios asaltados al permitir que pudieran entrar hombres en sus vestuarios solo por el hecho de «sentirse» mujeres, y se frenaba la imparable progresión del deporte femenino, legislando para que varones pudieran competir y destrozar las marcas de deportistas que llevaban toda una vida de esfuerzo y sacrificio. Un logro detrás de otro del «gobierno más feminista de la historia».

			En 2021 este mismo Gobierno indultó a los cabecillas del golpe de Estado en Cataluña de 2017, que deberían estar en prisión tras ser condenados por sedición. El Gobierno, continuista en su línea de favorecer al delito y al delincuente, y en su ascendente e imparable política procriminal, reformó ese delito de sedición para que los desmanes de los golpistas tuvieran acomodo legal. Debido a esta reforma, y en una carambola del destino, también salieron de prisión los detenidos por obligar a un avión a aterrizar en Palma de Mallorca en noviembre de 2021, con el fin de entrar ilegalmente en España. Esto obligó a cancelar decenas de vuelos en toda Europa, perjudicando a miles de personas y generando un daño de millones de euros. Y no solo salieron, sino que fueron obsequiados en la tómbola de Sánchez con el permiso de residencia.

			Y como en esa tómbola siempre toca, si no un pito, una pelota, más recientemente, y en otra maniobra para ocultar los escándalos de corrupción del Partido Socialista en Andalucía —que supusieron el mayor atraco al dinero público de la historia de España desde que Negrín se llevó el oro a Moscú—, se anunció la rebaja de penas por el delito de malversación. Rebaja que permitirá a políticos corruptos no ingresar en la cárcel o salir antes. Más risas y más aplausos en un hemiciclo plagado de sinvergüenzas.

			Las leyes de socialistas y comunistas comenzaban a convertir España en lo mismo que unos años antes la alcaldesa Ada Colau había convertido Barcelona. Lo mismo en lo que se estaban convirtiendo algunas zonas del sur de Madrid y algunos barrios de Valencia, Sevilla, Bilbao o Zaragoza: zonas de confort criminal en las que el delincuente, el fuera de la ley, es amo y señor, y el ciudadano honrado, un siervo atemorizado que a duras penas sobrevive agobiado por dos frentes: el estatal, que lo somete con paro, impuestos y pobreza, y el criminal, que depaupera su barrio y pone en riesgo su integridad física.

			Hartos los españoles de todo, y cuando ya parecía no caber ningún despropósito más, también en el momento de escribir este libro, nos encontramos con que mandos de la Guardia Civil estarían implicados en el caso «Cuarteles», por realizar obras fantasmas y abonarlas a precio de oro llevándose su parte. Este caso estaría relacionado con el caso «Mediador» en el que, además de esos mandos policiales, estarían implicados diputados nacionales del PSOE, en lo que sería una sórdida trama de favores y extorsiones a empresarios. Comilonas, prostitutas y cocaína que vuelven a traernos a la memoria los años en los que otro socialista, Luis Roldán, saqueaba la Dirección General de la Guardia Civil y organizaba orgías. «Hice lo que se hacía», afirmó Roldán entonces.4 Y lo que se sigue haciendo, afirmamos nosotros.

			¿Por qué España se ha convertido en una zona 
de confort criminal?

			La velocidad a la que actúan los delincuentes de base equivale a la que alcanza un tren AVE, pero la rapidez a la que actúan los delincuentes con corbata y cargo público equivale a la de un caza supersónico. Van tan rápido que la actualidad se acumula y nos exige continuamente hacer alguna referencia a los nuevos escándalos. Por eso, a modo de resumen, no podemos evitar citar un párrafo que escribimos en Don’t Fuck The Police5 y que, desgraciadamente y si nadie lo remedia, siempre estará de actualidad: 

			Queremos contarte la verdad sobre un modelo policial destinado a proteger estructuras de poder y no a los ciudadanos, sobre cómo se convierten las políticas de seguridad en enormes negocios que tienen por objetivo controlar el crimen y no acabar con él.

			Lo anterior se publicó en septiembre de 2022, pero en la asociación a la que pertenecemos los autores, Una Policía para el Siglo xxi, llevamos repitiéndolo desde 2018 como un mantra. Los años transcurren y sigue teniendo validez. De seguir así es posible que se convierta en una expresión permanente. Para tratar de explicar qué significaba, qué es exactamente eso de «proteger estructuras de poder», en Don’t Fuck The Police exponíamos el asunto que en aquel momento estaba de actualidad: el caso de Delcy Rodríguez, vicepresidenta del corrupto Gobierno de Venezuela, que en 2020 introdujo en España cuarenta maletas cuyo contenido sigue siendo hoy desconocido, protegida por nuestras autoridades y sin pasar ningún control. 

			Hoy, proteger estructuras de poder ya no significa proteger la democracia, sino permitir que una delincuente internacional se pasee por uno de nuestros aeropuertos acompañada de un ministro, con cuarenta maletas y sin ningún control.

			Pues bien, el mando policial responsable de la aduana del aeropuerto de Barajas cuando aquello sucedió fue ascendido a los pocos meses del escándalo. ¿Casualidad? Más abyecto aún; el presidente Sánchez, lejos de apartarse del escándalo y fingir rechazo, equidistancia o sorpresa, siendo presidente rotatorio del Consejo de la Unión Europea, recibió en julio de 2023 durante la cumbre entre la Unión y la Comunidad de Estados Latinoamericanos y del Caribe a Delcy Rodríguez. Lo hizo besándola efusivamente, como si fuera una amiga íntima.

			A pesar de tener prohibido circular por el espacio Schengen,6 a la dirigente del narcoestado venezolano le otorgaron, nada más y nada menos, que un permiso especial para que viajara a Bruselas. Allí la recibieron con los brazos abiertos Sánchez, la presidenta de la Comisión Europea, Ursula von der Leyen y Charles Michel, el presidente del Consejo Europeo. No importa nada, no hay indignidad que no pueda superarse por la banda de facinerosos que nos dirige. Una delincuente internacional recibida por las instituciones europeas como una alta dignataria. ¿Quién manda en Europa?

			A pesar de que el Tribunal Supremo dictaminó que la presencia en Barajas de Delcy Rodríguez suponía una vulneración de la prohibición de entrar en territorio de la Unión Europea, el paseo por el aeropuerto, tras reunirse con el entonces ministro de Transportes, José Luis Ábalos, no tuvo ningún coste político para el Gobierno del PSOE. Aún menos lo tuvo el abrazo y los dos besos en Bruselas. Si lo primero suponía la legitimación y la complacencia con el régimen venezolano por parte del Gobierno español, lo segundo supuso la legitimación por parte de todas las instituciones europeas.

			Si nuestra intención en el anterior libro fue descubrirte que nos estamos asomando a un abismo inédito de criminalidad, tratando de explicar, como mejor supimos, que el mundo que conocimos ya no existe y que ha sido alterado por una delincuencia que no encuentra freno, hoy estamos tratando de hacerte entender por qué ocurre esto. Los sucesivos gobiernos no solo han favorecido que la delincuencia se desarrolle y expanda mientras elaboran sus estadísticas que les permitan alargar los presupuestos y justificar sus chiringuitos, sino que su acción ha ido más allá, tejiendo redes clientelares plagadas de amigos y familiares con carné del partido que callan y mercadean con el estómago agradecido y que sostienen un sistema corrupto y netamente criminal.

			La política española no es que actúe obviando el crimen y el delito, la política española da soporte directo al crimen y al delito, creando leyes que favorecen al delincuente de base y protegen al criminal profesional, y desarrollando sus propias organizaciones criminales allí donde la delincuencia estándar no alcanza a establecerse. Así, cuando una política es antisocial, porque actúa en contra de la sociedad, podemos hablar de política procriminal. Siempre a favor del delincuente, nunca en defensa de las víctimas. 

			El escenario de corruptelas de la era Felipe González pareció llegar a su fin con la llegada del Partido Popular, pero fue solo un espejismo. Cajas B, anotaciones en las que aparece un tal «M. Rajoy» que nunca nadie supo identificar, y puertas giratorias varias, nos enseñaron que tampoco en el color azul estaba la solución. Sin embargo, y aunque tras el asalto al dinero de todos los españoles llevado a cabo por la izquierda andaluza parecía que se habían batido todos los récords de indignidad, aún quedaba mucho por ver.

			La degradación política a la que nos ha abocado el Partido Socialista de Sánchez no tiene precedentes en nuestra historia democrática y es, sin duda, fruto de la hegemonía de la izquierda en la batalla cultural, que ha convertido nuestra sociedad en una ciénaga donde el relativismo se ha impuesto a cualquier vestigio de nuestras viejas convicciones morales. A todos se nos ha helado la sangre esta vez.

			El presidente del Gobierno de España, imposibilitado para gobernar solo con sus propios votos, ha rendido la nación a todos aquellos que querían destruirla, ya sean independentistas, comunistas, antisistema de extrema izquierda, nacionalistas de derechas o incluso filoterroristas.

			Los principios y valores del actual presidente de España, Pedro Sánchez, se resumen en los dos siguientes párrafos:

			Yo sería un presidente del Gobierno que no dormiría por la noche, junto con el 95 por ciento de los ciudadanos de este país que tampoco se sentirían tranquilos.7 [En 2019, en referencia a la posibilidad de pactar con Podemos un Gobierno de coalición para ser presidente del Gobierno]

			Podemos es populismo, y con el populismo no vamos a pactar ni antes, ni durante, ni después. Los ciudadanos que están viendo con simpatía al populismo deben saber cuál es el final del camino que proponen, la Venezuela que algunos de sus dirigentes han asesorado durante años. Yo quiero que España sea un país avanzado de Europa, otros lo que quieren es llevarlo por la deriva de la Venezuela chavista y eso son las cartillas de racionamiento, la falta de democracia, una mayor desigualdad y pobreza.8

			Un par de meses después de hacer su declaración de 2019 pactó con Podemos para poder mantenerse en el poder. Supervivencia a toda costa, economía de guerra. ¡Sálvese quien pueda! Sin duda, si Sánchez hubiera viajado en el Titanic, jamás se hubiera ahogado. Habría ocupado el lugar de una mujer o un niño y, después, a salvo en el Carpathia —el navío que rescató a los superviviente del Titanic—, habría declarado a la prensa que gracias a su valerosa actuación se habían salvado docenas de vidas. La historia premia a quien la escribe.

			Si todo lo anterior es grave, más aún lo fue la extrema restricción de derechos y libertades que durante la pandemia llevó a cabo el Gobierno «más progresista y tolerante de la historia». No hacía falta ser jurista para saber que los estados de alarma eran ilegales. Sin embargo, el Tribunal Constitucional tardó tanto en tomar una decisión al respecto que las decisiones del Ejecutivo no tuvieron ninguna consecuencia legal ni política, si bien el Constitucional sentenció por seis votos contra cinco que el estado de alarma de marzo de 2020 era inconstitucional porque para ordenar el confinamiento se tendría que haber declarado el estado de excepción.

			¿Cómo hemos llegado hasta aquí? No será por falta de avisos a navegantes, no será porque la historia no venga dándonos muestras de hasta qué punto están nuestros dirigentes dispuestos a atender sus intereses antes que los del pueblo. Ningún atropello o desmán cometidos son nuevos. Todo ha ocurrido ya, y no hace falta acudir a un pasado lejano, sino repasar algunas de las muchas y flagrantes mentiras que nos han contado en las últimas décadas para comprobarlo. Hay muchos eventos clave, muchas fechas en el calendario; sin duda, el más importante, el atentado de Atocha de 2004, un hecho dramático e histórico que cambió el paradigma político español. Pero este luctuoso episodio que alteró para siempre el rumbo de España es de sobra conocido y ha sido profusamente analizado. Avancemos. 

			El reino de la posverdad y del crimen

			En mayo de 2007 se van a celebrar elecciones autonómicas y municipales. La maquinaria de propaganda del Gobierno navega a toda vela para ocultar la ruina económica que se avecina, y para vender el supuesto final de la banda terrorista ETA, a pesar del atentado de la terminal de Barajas, de que se siguen localizando zulos con armas y de que se siguen marcando objetivos humanos y materiales con el fin de atentar contra ellos. Al terrorista De Juana Chaos, que se ha declarado en huelga de hambre, se le permite abandonar la prisión y las negociaciones con los terroristas continúan. La actitud criminal del Gobierno fue tal que pidió a ETA que no atentara durante la campaña electoral. La noticia fue publicada en El Mundo, pero en esta España anestesiada ningún escándalo parece suficiente para que alguien dimita.9

			Todo es una farsa. Ni la propaganda ni la censura en la dictadura franquista fueron, ni por asomo, comparables a la sofisticación a la que se ha llegado con la actual manipulación de la verdad. La posverdad como arte. Cancelación en redes sociales, anulación en medios de cualquier discurso político que no sea oficialista, veto a la aparición o difusión de noticias provenientes de sectores políticos que contravengan el mensaje políticamente correcto o, como ejemplo máximo, el secuestro de publicaciones.

			¿Cuál ha sido el único partido en democracia que se ha atrevido a secuestrar una publicación de prensa? Lo has adivinado, el PSOE. El 20 de julio de 2007, el juez de la Audiencia Nacional Juan del Olmo ordenó el secuestro de la revista satírica El Jueves, por contener en portada una imagen del entonces príncipe Felipe y la princesa Letizia manteniendo relaciones sexuales. La petición de secuestro partió de la Fiscalía General del Estado, que ordenó a Policía y Guardia Civil que retiraran la publicación de los quioscos y que aprehendieran los originales del dibujo en cuestión.

			¿Cuál ha sido el partido que más ha utilizado en términos sancionadores una ley de seguridad ciudadana? Correcto, el PSOE, en colaboración con los comunistas de Podemos, que, justo antes de llegar al Gobierno, llamaban «ley mordaza» a esta norma, para luego no tener ningún reparo en utilizarla contra medio país. ¿Bajo qué Gobierno se han realizado en democracia más rechazos en una frontera? Sí, has vuelto a acertar: PSOE/Podemos, cuyos ministros llamaban a esta estrategia, utilizada por todos los países para proteger sus límites territoriales, «devoluciones en caliente».

			Pero volvamos a 2007. Mientras el Gobierno anda a lo suyo para recuperarse de los malos resultados de las elecciones, ETA vuelve a iniciar su actividad, envía nuevas cartas de extorsión, prepara nuevos atentados y la Guardia Civil localiza más armas, explosivos y hasta un coche bomba preparado para atentar. Por si fuera poco, el 16 de julio, Eduard Planells, que hasta hacía poco más de un mes había sido subdelegado del Gobierno en Barcelona, es detenido por la Policía Nacional por haber firmado expedientes de extranjería ilegales para personas relacionadas con la mafia georgiana.

			El secuestro de la publicación El Jueves llenó la televisión y las tertulias de debates sobre la libertad de expresión, libertad que parecía haber sido cercenada por todos, menos por los autores reales. Los jueces pasaron por represores y franquistas, se inició de nuevo el debate monarquía-república y la Casa Real volvió a estar en discusión por supuestamente anacrónica y autoritaria. Por supuesto, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, una vez más, fueron acusadas de representar lo peor de tiempos pretéritos. Sin embargo, de los autores intelectuales —la Fiscalía obedeciendo órdenes del Gobierno de Zapatero—, nadie se acordó. Nadie en el pueblo llano volvió a hablar de ETA, de los chanchullos, pactos y negociaciones, del ex subdelegado de gobierno socialista y sus tejemanejes con la mafia. Tampoco se hablaría de los vehículos bomba que explotarían aquel verano y poco o nada de las declaraciones que el etarra Otegi haría algunos días después, afirmando que el Gobierno estaría dispuesto a subsidiar a cada terrorista que dejara las armas con 1.500 euros al mes.10 Sí, como lo lees, un sueldo para los etarras, mayor del que cobraban entonces la mayoría de los funcionarios, pensionistas y trabajadores, a cargo del erario, el que mantenemos todos con nuestros impuestos, con la única condición de no matar. O pagas o te pico el billete. El chantaje de toda la vida, pero institucionalizado. El chantaje individual de toda la vida, pero colectivizado.

			Al mismo tiempo, las bases más radicales del nacionalismo, tanto en el País Vasco como en Cataluña, intensificaron su actividad con la quema de contenedores e imágenes del rey, kale borroka, desafiando al Estado al negarse a colgar la enseña nacional en los edificios autonómicos y lanzando pedradas a mossos y ertzainas. Pero para cada problema que surgía, había una cortina de humo para ocultarlo.

			Los grupos criminales de toda Europa comenzaban a tomar nota de las magníficas oportunidades que ofrecía el escenario español para expandir sus negocios. Este era el lugar ideal para establecer sus bases de operaciones, porque aquí la delincuencia caminaba sin freno de mano del poder político. Quien, por mantener el poder, está dispuesto a pactar con terroristas, condenados por sedición, malversadores de dinero público y partidarios de regímenes procriminales como Venezuela, ¿por qué iba a tener problemas con otro tipo de delincuencia? 

			El gran éxito de la política antiterrorista del Gobierno socialista de Zapatero, que seguía empeñado en su «proceso de paz», culminaría el día 1 de diciembre de aquel mismo año 2007. Los jóvenes guardias civiles Raúl Centeno y Fernando Trapero fueron asesinados a tiros en la localidad francesa de Capbreton. Volvieron los mensajes de condena —el paripé habitual—, el Gobierno del PNV dijo que condenar al entorno de ETA era «encarcelar ideas»,11 volvimos a tomarnos las uvas el día de Nochevieja con Anne Igartiburu. José Mota hizo el especial de humor y de las víctimas solo se acordaron sus familias. Un pueblo sedado, millones de esclavos orgullosos de serlo que justificaban las tropelías de aquellos a los que votaban con las tropelías de aquellos a los que votaban otros. La piel de toro rajada de arriba abajo, de este a oeste. Pisoteada, escupida, hecha jirones. En la nación donde nunca se ponía el sol, ya solo había tinieblas. 

			2008 y 2009 trajeron más atentados, más muertes y más ruina, sobre todo eso. Pero el PSOE, con su política procriminal, siempre en defensa de la ignominia, ya había cumplido su objetivo: llegar a las elecciones generales de marzo y ganarlas por la mínima. A partir de aquí el gris futuro de España se tornó negro tizón. No solo los terroristas y los separatistas iniciaban su camino sin retorno a la situación de chantaje que hoy vivimos, sino que, ahora, con cuatro años más por delante, podían dar rienda suelta a sus verdaderas intenciones: su política de enfrentamiento entre españoles. Como único escollo al rumbo destructivo de su carta de navegación, la crisis económica que tanto tiempo se negó.

			El PSOE comenzó 2010 decretando los mayores recortes salariales y congelación de pensiones de la historia, y echaría después la culpa a la derecha. Década y media después, y aunque los boletines oficiales siguen ahí para demostrar que fue Zapatero quien vapuleó a la clase obrera y la arruinó, aún siguen negándolo. Cualquier joven votante medio de izquierdas jurará hoy sobre la tumba de sus ancestros que la crisis económica ocurrió con un Gobierno de derechas y que el 15-M fue un movimiento de hartazgo contra los gobiernos opresores y corruptos también de derechas. Tanto en el 2008 —crisis económica—, como en el 2011 —movimiento 15-M—, gobernaba el PSOE. Con la nueva crisis social que se inició en 2023, también.

			Por supuesto, jurarán que la crisis económica fue por culpa de los bancos y demandarán una banca pública, a pesar de que ni un solo banco se fue al garete y que lo que hizo quebrar el sistema fue el modelo de cajas de ahorros que precisamente representaba la parte pública de la banca de nuestro país, con consejos de dirección llenos de políticos del PSOE, PP, IU y sindicalistas de UGT o CCOO. ¿Sabes quién era uno de esos consejeros de banca pública, verdad? Siempre aciertas: Pedro Sánchez, escogido a la postre en las urnas por el pueblo, el mismo pueblo que se manifestaba contra la corrupción. Una vez más, esclavos orgullosos de serlo. Millones.

			El primer estado de alarma: la huelga de controladores

			Las elecciones de 2011 se aproximaban peligrosamente y todos conocemos también de qué forma se manipuló el movimiento 15-M para evitar el desastre en pérdida de votos de la izquierda. Sin embargo, y antes del experimento que nos condujo a que gente como Pablo Iglesias, Irene Montero, Pablo Echenique, Ione Belarra o Ángela Rodríguez, Pam, tomaran las riendas de este país tras secuestrar a su presidente —encantado de la vida, por otra parte—, comenzó algo mucho más escabroso. Una conspiración para coartar libertades, privatizar lo que funcionaba y esquilmar salarios y derechos laborales adquiridos. Y sí, de nuevo aciertas, también fue bajo un Gobierno «progresista».

			A finales de 2010 se produjo un acontecimiento que todos vivimos en directo. ¿Cómo puedes realmente herir a un español? Tocando su ocio, su fútbol o sus vacaciones.

			Nos han contado lo que han querido que supiéramos —cómo empezó—, pero nunca nos contaron el final ni sus consecuencias que, sin lugar a duda, han sido poco exploradas. Probablemente fue uno de los ejercicios de control social y restricción de libertades más salvajes hasta la llegada del coronavirus en 2020. Posiblemente fue un ensayo de lo que un Gobierno es capaz de hacer con una masa adocenada y sin juicio crítico. Este ejercicio de cinismo, desvergüenza y totalitarismo consistió en identificar a un grupo de trabajadores, señalarlos como privilegiados, acosarlos laboralmente y, después, perseguirlos penalmente. Para ello, no se dudó en activar todo el hipertrofiado músculo del Gobierno y a su prensa cortesana. Fue el primer estado de alarma de la democracia —sí, con el PSOE también—, y también fue un atropello. Hablamos de la huelga de los controladores aéreos, que ni fue una huelga ni fue llevada a cabo por los controladores aéreos.

			El de 2010 iba a ser, con casi total seguridad, el último puente de la Constitución con «lleno total» antes de la debacle económica que arrastrábamos desde 2008. Miles de españoles abarrotaban los aeropuertos cuando, sorpresivamente, se produjo el cierre total del espacio aéreo de nuestra nación. Según nos dijeron, los controladores aéreos, esos ricachones privilegiados que cobran 120.000 euros al año —también eso era mentira—, querían mejoras salariales. Se habían plantado, no habían acudido a sus puestos de trabajo y habían cerrado el espacio aéreo.

			El ministerio de Fomento, con José Blanco a la cabeza —hoy convertido en millonario lobista—, determinó parce que je le vaux bien —porque yo lo valgo— que se trataba de una huelga salvaje y así se afanó en comunicarlo a todos los medios. El Gobierno declaró el estado de alarma, militarizó el control aéreo, y la Fiscalía inició la apertura de diligencias por sedición —estado de alarma, sedición… ¡qué bien conocemos ahora estos términos!— contra unos trabajadores que trataban de cumplir con lo que, por ley, estaba establecido, y que, en aquel entonces, fueron condenados por los tribunales mediáticos al servicio del poder; la famosa «justicia social», que no es otra cosa que el linchamiento de toda la vida en la plaza pública.

			Estos «sediciosos», padres y madres de familia condenados por hacer huelga —imagina este escenario con un Gobierno de derechas; imagina los Goya de ese año—, no serían indultados. No eran amigos de los poderosos. Tuvieron que luchar durante años para demostrar que tenían razón frente a la multimillonaria maquinaria propagandística socialista, los «gabilondos» habituales.

			La cuestión no era sencilla y el conflicto venía de lejos, pero el poder dejó latir el problema hasta que pudo usarlo a su favor. Desplazó la responsabilidad de su negligente gestión a los controladores, arrojó a las hordas ciudadanas representadas por tertulianos de todo pelaje a pisarles el cuello y los aplastó con la maquinaria implacable de la justicia. Solo un pequeño grupo de empecinados en el bien, de valientes, se negó a conformarse y, como casi siempre sucede, la heroicidad de unos pocos redundó en el bien de la mayoría. Aquellos trabajadores del control aéreo que estuvieron acusados, nada menos que de sedición, fueron absueltos finalmente en 2022 de todo cargo y, por extensión, también el resto de sus compañeros que no tuvieron valor, tiempo o ganas para enfrentarse al sistema. 

			Quedaron absueltos y quedó acreditado que, no solo no fueron ellos quienes cerraron el espacio aéreo, sino que se trató de una maniobra de AENA y del Gobierno. Se tardó doce años en hacer justicia. Para cuando se sentenció, ya no era justicia. Doce años de calvario para los afectados, vilipendiados en todas las tertulias y conversaciones de bar. Los medios que llenaron miles de sus horas de programación para vapulear a estos trabajadores no encontraron ni un segundo para informar de su inocencia y, lo que es más importante, para dejar claro que todo fue una maniobra política.

			Ya en 2013, el juez José AntonioVázquez Taín, titular del Juzgado de Instrucción número 2 de Santiago de Compostela, decretó el archivo libre de la causa y en un valiente auto afirmaba que el cierre del espacio aéreo había sido «una decisión política de quien tenía competencia para ello (...) y solo caben responsabilidades políticas». Determinó que el espacio aéreo no se había cerrado por falta de controladores, sino por una decisión de AENA.

			AENA mentía —su señoría lo dejaba claro—, Pepe Blanco mentía y, por tanto, el Gobierno mentía. Los controladores nunca pactaron abandonar sus puestos de trabajo ni orquestaron un plan para cerrar el espacio aéreo. Más aún, sus sindicatos habían informado a AENA con semanas de antelación de las circunstancias y necesidades de personal existentes. En lugar de poner soluciones, el poder se aprovechó de la potencia del sistema y esperó al momento crucial, el más doloroso, para atacar a un colectivo de trabajadores volviendo a los ciudadanos en su contra.

			Vázquez Taín se tomaba la libertad de resumir así la trama urdida para hundir a los controladores: «Ni el propio Maquiavelo en su magnífico El Príncipe es capaz de imaginar un plan tan barroco para conseguir un fin». Vázquez Taín fue el primero de los muchos instructores que despachó la causa indicando expresamente que los trabajadores del control aéreo no tenían ninguna responsabilidad en el cierre del espacio aéreo.

			Primer estado de alarma, militarización del control aéreo y, a partir de aquel episodio, llegó el inicio de la privatización de las torres de control. César Cabo, heroico líder natural de estos profesionales y presentado por los medios —en una época en la que miles de trabajadores mileuristas perdían sus puestos de trabajo—, como un niño rico y pretencioso que lloriqueaba por mantener y aumentar su abultado salario extorsionando a los españoles, recordaba en una entrevista que tuvo que tratar con un tal Pedro Sánchez, un pupilo del ministro, que hizo las veces de mediador. Él conoció al monstruo antes que nadie. 

			Un terrible círculo vicioso

			No hay trama ni desmán en el que las siglas del PSOE no asomen. No hay historia que escape a la manipulación de todo un sistema corrupto hasta el tuétano. No hay nombre que no se repita ni red que no alcance siempre a los mismos. España, un país dormido en el sueño del fútbol, la siesta, el pincho de tortilla y el «qué hay de lo mío», no encuentra sino unos pocos ciudadanos críticos que asocien ideas y pongan en cuarentena cualquier noticia del telediario, sobre todo si proviene de una fuente oficial.

			¿ETA? ¡No pasa nada! Que los malos sean los buenos, que las generaciones venideras olviden, que los muertos se pudran en sus tumbas —total, ya están muertos, no van a resucitar y no pueden protestar—, y nosotros a lo nuestro. A seguir medrando y trincando.

			¿Pandemia? ¡Sin problema! Como es una situación novedosa, nadie pondrá en solfa nuestros errores. Si no pudiste despedir a tu madre, si perdiste tu empleo o si tu hijo, con algún problema médico, entró en una depresión porque no salió de casa en seis meses, es tu problema. ¡A mí qué me cuentas! Y ese tipo con la cara de hormigón armado que gobernaba el país y que se inventó que seguía las recomendaciones de un comité de expertos inexistente, no responderá por nada. No responderá él, ni los suyos, ni ningún otro político mediocre y estúpido de los miles que, en Europa, llevaron adelante medidas restrictivas sin sentido que arruinaron tantas vidas. 

			¿Violadores a la calle? ¿A quién le importa? El poder político te apabulla con un cuento chino que nadie cree sobre el consentimiento. Poco importa que el consentimiento siempre haya estado en el centro de los delitos contra la libertad e indemnidad sexual en todos los códigos penales. Fueron agredidas, fueron doblemente victimizadas y, ahora, son ofendidas y ridiculizadas. No hay consuelo, no hay remedio y no hay manera de que los responsables políticos se enfrenten a la justicia. ¡Qué más da! Ya sabemos que, «en democracia, la verdad es lo que los ciudadanos crean que es verdad». Y no lo decimos nosotros, es una afirmación tan terrorífica que el mismísimo Stalin la hubiera acuñado orgulloso; pero tampoco fue él quien la pronunció, ni Adolfo ni Benito, es el textual de lo dicho por Felipe González en octubre de 2022 en una orgía partidista a su divinidad histórica en el socialismo. Un expresidente del Gobierno español soltó semejante barbaridad y aquí no pasó nada. Ya hemos citado el 1984 de George Orwell, pero este escritor, que describió por primera vez el «Gran Hermano», volvía a acertar en su radiografía del totalitarismo:

			Si todos aceptaban la mentira impuesta por el Partido —si todos los archivos contaban la misma mentira—, la mentira pasaba a la historia y se convertía en verdad. «Quien controla el pasado —decía la consigna del Partido— controla el futuro. Quien controla el presente controla el pasado». 

			Ahora ya solo necesitas tener el dinero suficiente para imponer esa «verdad», que es de la que hablaba Antonio Escohotado cuando decía: «Solo las mentiras necesitan subvención del gobierno, la verdad se impone sola». Y tienen ese dinero. Te lo han robado a ti vía impuestos, de esos que deberían ir para sanidad y educación, pero que suelen acabar en doctrina, mentiras, putas y cocaína. 

			Pederastas, bandas latinas y magrebíes, machetazos, alunizajes, tráfico de drogas, estafas informáticas, homicidios consumados y en grado de tentativa, edificios ocupados y prostitución. Los parques llenos de mierda de perro y de papeles. Es imposible tumbarse en el césped. Los niños solo pueden jugar ya en su casa y en las urbanizaciones cerradas construidas con perspectiva de seguridad y, mientras, los alcalduchos pensando en sus zonas de bajas emisiones y en el cambio climático, en sus «ciudades de 15 minutos» y en su reelección, llenando las calles de obras que hacen imposible la vida en la ciudad, solo para demostrar que se preocupan —justo unos meses antes de las elecciones—, cuando durante los cuatro años de la legislatura no hicieron nada, más allá de acumular contactos para cobrarse favores cuando toque presentarse a la reelección. La política criminal de las últimas décadas en España ha condenado nuestra vida presente y puesto en peligro la de nuestros hijos en el futuro. La priorización absoluta de la perspectiva política sobre la profesional ha dejado las estrategias en manos de auténticos analfabetos con carné del partido y ha hecho desaparecer el mérito y la capacidad, perseguidos hoy como si fuesen herejías. 

			Estamos en las peores manos en el peor momento. Durante siglos, los consejos de sabios que organizaban la comunidad eran consejos de ancianos. Nosotros hemos entregado millones de euros en presupuestos y hemos permitido promulgar leyes orgánicas a niñatos cuyo único mérito en la vida, hasta convertirse en ministros, era haber sido delegados de clase y cabecillas del sindicato estudiantil en la «facul». Los que hoy impiden que nuestra sociedad avance son los mismos imbéciles que impedían el normal funcionamiento de las clases porque siempre tenían alguna absurda reivindicación que hacer. «Hay huelga, pasa la bola». Si no hacías huelga, entraban en clase y te amenazaban.

			Y mientras, la ruina para las clases más desfavorecidas crece, la criminalidad se dispara en toda España y la nueva realidad delincuencial nos aplasta. En las facultades de Periodismo se ha dejado de trabajar la información y, ahora, se trabaja solo la opinión. En las escuelas de Trabajo Social se aprende puro dogmatismo: ¡Necesitamos más políticas sociales! Una pseudociencia que no parece funcionar en ninguna parte. No, al menos mientras los fondos para implementarlas estén en manos de gestores sectarios e ineptos. De la misma manera, en las facultades de Criminología se sigue inoculando a los jóvenes uno de los mil dogmas de la izquierda: «Mayores penas no hacen reducir el crimen». La reflexión es profundamente estúpida. Solo tendría fundamento si con penas más bajas se produjera esa reducción de criminalidad, pero tampoco es así. Además de estúpida, es falsa, porque existen ejemplos empíricos que demuestran que, en estadios elevados de criminalidad, incrementar el elemento coste reduce exponencialmente el crimen. Pregunten a un humilde trabajador de El Salvador de Bukele qué opina al respecto. No existe ningún ejemplo en sentido contrario. No obstante, en un mundo orwelliano, dominado por el marxismo cultural, da igual lo que puedas demostrar: la mentira se impone a través de ministerios, universidades, cultura, etcétera.

			En realidad, el fundamento básico de la pena nunca fue prevenir el delito sino pagar por lo que se había hecho. Es ahí donde debe centrarse el debate sobre la cuantía y no en si logra reducir el crimen o no, ya que, por lo general, el impacto en la reducción es mínimo o inexistente en estadios medios y bajos de la criminalidad. Y cuando sí existe ese impacto, en los estadios de criminalidad desbordada, los delitos decrecen de manera abrupta si el coste de delinquir aumenta en términos cuantitativos y, sobre todo, de inmediatez. Desde el momento en que la pena dejó de enfocarse como castigo, como pago del crimen y como parte del resarcimiento a la víctima, para pasar a ser considerada como medio para lograr la reinserción del criminal, todo se fue a tomar por saco. El fin dejó de ser pagar y se convirtió en cobrar. 

			Un caso extremo y célebre es el de Pablo Escobar en Colombia, que llegó a construir su propia cárcel, con dinero ajeno, por supuesto. El Gobierno también vendió su sistema judicial y penitenciario como un éxito, pero el delito no se previno. La droga siguió produciéndose y exportándose, los asesinatos se siguieron sucediendo y, don Pablo, el Robin Hood paisa, se descojonó del universo mundo redimiendo una ridícula pena por una ínfima parte de los delitos que había cometido en una prisión hecha a medida, con toda clase de lujos que él mismo había diseñado. Cuando necesitó salir, lo hizo. Para llegar a esta película de ciencia ficción donde los capos construyen sus propias celdas, debió producirse todo un proceso de degradación política e institucional, y tuvo que promulgarse una nueva constitución en Colombia bajo la presidencia de César Gaviria, que rebajaba drásticamente las penas para el delito de narcotráfico. ¿Rebajar penas para determinados delitos a discreción del poder político? Sí; todo está inventado.

			Distintos movimientos de izquierda han visto la delincuencia con demasiada benevolencia. Muchas de sus propuestas han ido en la dirección de suavizar las penas, y la criminalidad ha sido útil como estrategia política de desestabilización para justificar medidas permanentes de control social. No sabemos si algunas políticas son malintencionadas o simplemente estúpidas, pero ninguna les sale como prevén. Nosotros creemos que cuantos más depredadores sexuales haya en la calle, más sencillo resulta justificar el destino de millones de euros al Ministerio de Igualdad y «más necesaria» se hace la redacción de normas que nos hagan cada vez menos libres y atenten contra nuestros derechos más fundamentales, como el de la presunción de inocencia del varón. Ellos dicen que todo lo hacen por el bien general, pero que, si sale mal, es porque los jueces y las oligarquías truncan cada uno de sus bondadosos planes. Pues eso: sus nuevas leyes, que no se aplican bien, el Gulag, que se entendió mal y la checa, que no se explicó bien.

			Un ciudadano normal podría preguntarse por qué ocurre esto. La respuesta es bien sencilla. Como Escobar —que antes de crear su prisión a medida intentó acceder a cargos políticos, después cambiar leyes y, por último, tergiversar todo el sistema legal y social de su país para que fuera afín a sus intereses—, los políticos de poltrona y naftalina intentan acomodar las leyes a su interés. Primero inventando problemas para crear normas que no eran necesarias y justificar así gigantescos presupuestos; después, apoderándose de los tribunales y de sus órganos de gobierno para eliminar, de un plumazo, la separación de poderes y garantizarse la impunidad. Al final, sintiéndose como Nerón, se erigen en salvadores de la patria mientras ven arder Roma tocando la lira. Cuando todo se consume, incluso su palacio, se tiran por la ventana sabiendo que todos aquellos generales, comisarios principales, altos funcionarios y empresarios de la cuerda a los que regaron con ascensos, subvenciones y millones, se convertirán en bomberos y los esperarán debajo, tensando la colchoneta que los salvará de la caída. Lo llaman «puerta giratoria», pero es una lona, una red de trapecista.

			Tanto afán por evitar que los criminales entren en prisión o permanezcan en ella, solo puede deberse a que nuestros gobiernos simpatizan más con el delincuente que con el ciudadano honrado o, lo que es más preocupante, los políticos que hasta la fecha nos han dirigido son tan criminales o más que los propios criminales. Esta afirmación, que algunos podrían considerar exagerada o como parte de una burda teoría de la conspiración, se sostiene en la actuación sistemática de una parte considerable de nuestros políticos y dirigentes. España se ha convertido en un país en el que hoy —siendo muy grave—, lo menos importante es el dinero de nuestros impuestos que se tira a la basura. España es un país que comienza a estar asolado por la delincuencia y la ruina, que ha perdido la dignidad en manos de tiranos que han permitido que los separatistas catalanes y vascos se salten nuestras leyes. Que se han plegado a las órdenes de una Europa que nos impide industrializarnos y que condena a nuestro sector primario a la pobreza y, con ello, a vivir bajo el yugo y la dependencia de terceros países. Que ha primado relaciones internacionales y acuerdos que nos perjudican con países que nos desprecian y desean ver a nuestras mujeres tapadas de pies a cabeza y a nuestros hombres sometidos al rezo del imán. Políticos de todo signo que, como colofón a la ignominia, invitan a la sede de nuestra soberanía nacional y aplauden a un despreciable amigo del narco como Gustavo Petro, presidente de Colombia, que insulta a España en público, llamándolo «país genocida», entre otras lindezas, no sin antes entregarle la Llave de Oro de la Villa de Madrid.

			De aquel episodio bochornoso ocurrido en mayo de 2023 queda la estampa lamentable de Sánchez, arrastrado complaciente ante el desdén de Petro; de Feijóo, líder de la oposición en pie y aplaudiendo, y de Martínez Almeida, alcalde de Madrid, entregando la máxima distinción de su ciudad a un criminal. Solo Vox se ausentó del Congreso para no participar en aquel episodio que la historia recordará con vergüenza, y solo su portavoz en el ayuntamiento de Madrid, Ortega Smith, se marchó para no asistir a aquel despropósito. Obviamente, la actitud de Vox fue rechazada por todos los medios de comunicación subvencionados y por toda la clase política. Un capo del narcotráfico, según numerosas informaciones existentes, que hace del oprobio a España su bandera, había sido agasajado por las máximas autoridades españolas y el problema era la actitud del único partido que mantuvo la dignidad. Solo tres meses después, en agosto de 2023, el hijo de Gustavo Petro, también corrupto y delincuente como su progenitor, confirmó a la justicia colombiana lo que algunos ya sospechábamos: que su padre se financiaba con dinero del narcotráfico.12 ¿Qué debemos a criminales como él o a tiranos como Mohammed VI, que desde Marruecos maneja al máximo cargo electo de nuestro país? ¿Por qué permitimos que dictadores y narcos paseen por aquí como si esto fuera su patio de recreo? Y así, con una nación destruida, separada, crispada y enferma de engaño y odio, nadie parece querer sacrificarse por el bien común. La mitad de España porque odia a España y anhela partirla en mil pedazos. De la otra mitad, la mayoría está ocupada viendo fútbol o Netflix, y solo unos pocos parecen darse cuenta del abismo al que nos dirigimos. La vieja política del bipartidismo regresa, apoyada en sus partidos muleta de disidencia controlada, el desaparecido Podemos y la nueva Sumar, que no son otra cosa que los diputados de la antigua Izquierda Unida que siempre necesitaba el PSOE, con lavado de cara, aire juvenil y nuevo logo, pero con las mismas ideas trasnochadas que no han funcionado nunca en ninguna parte.

			Pablo Casado no es ni un recuerdo para la historia, pero ha sido sustituido por Alberto Núñez Feijóo, la reencarnación del bolso de Soraya Sáenz de Santamaría. Un tipo gris al que España le importa una higa y cuya única aspiración es gobernar en solitario o de la mano del socialismo sanchista, ¡tanto da! Son lo mismo. Rehenes complacidos ante el yugo de una Agenda 2030 que supone el fin de nuestra independencia. Babeantes ante sus amos económicos y por cualquier ideología progre o woke que provenga allende nuestras fronteras. Débiles ante imposiciones imposibles que arruinan nuestras vidas e implacables con cualquier españolito que intente plantar cara y trate de defender a su familia o su pan.

			Su maquinaria de propaganda sostiene el discurso de moda, el que interese en cada momento, pastoreando al rebaño hacia el matadero. Su maquinaria criminal protege a los lobos, les da cancha, son parte de un sistema de control de una ciudadanía atemorizada. Su maquinaria tributaria somete a grandes, pequeños y medianos, y los aplasta con la bota de la persecución a la vez que los expone al escarnio público, haciendo responsable al presunto deudor de la falta de capacidad del país para afrontar el gasto social y descargando en él la culpa inequívoca del gestor. El estado-nación ya no existe, es un «estado-traición», un «estado-ruina» dirigido por y para delincuentes, por y para tipos sin escrúpulos. Un rodillo que aplasta cualquier atisbo de honradez.

			Agotado ya el modelo de control de masas que fue la televisión, sabido ya que documentales, reportajes, noticias, películas y anuncios son sencillamente instrumentos de propaganda del régimen, nos asomamos al nuevo modelo de sometimiento: la «ciencia». Una ciencia que no es científica, pero opera como si lo fuera, con verificadores, demóscopos y sociólogos que no cumplen una sola norma del método científico, pero que pontifican con inconmensurable soberbia sus posiciones, que no pueden ser rebatidas por ningún simple mortal, «porque lo dice la ciencia»: su ciencia. Inquisidores 5.0, quemabrujas y troqueladores de signos heréticos. 

			¿Las elecciones de julio de 2023? la enésima y última prueba de que su pseudociencia nos miente. Encuestas falsarias, manipuladas y manipuladoras. Encuestas que no sondean opinión, sino que prescriben voto y orientan a las masas. Detrás de ello, lo mismo que detrás de los grandes engaños de las últimas cuatro décadas: el PP, el PSOE y sus satélites, partidos que llevan toda la democracia haciendo lo mismo, pero mutando sus siglas, como la empresa en quiebra que cambia de razón social. Cambiarlo todo para que no cambie nada. Nuevamente, España ha decidido ser rehén de terroristas y secesionistas.

			El año 2023 finalizó sin Anne Igartiburu dando las campanadas de La 1, lo hizo Jenni Hermoso, y no por sus méritos deportivos —campeonas había 22—, sino por las consecuencias del aquelarre ocurrido tras el Mundial de fútbol femenino. No cambió José Mota —eso parece ser inmutable—, pero esta vez su espectáculo tuvo poco de gracioso y mucho de político, pura consigna y demasiado texto revisado por los comisarios del partido en el poder. También tuvimos el habitual programa «Cachitos», ese refrito de actuaciones musicales, más o menos antiguas, aderezadas con comentarios presuntamente ingeniosos, con la particularidad de que, en esta ocasión, esos comentarios parecían redactados directamente por La Moncloa y Ferraz en comandita, imprimiendo en las pantallas de todos los españoles —y por tanto en sus retinas—, mensajes a favor de la amnistía catalana y en contra de la oposición política.

			El año 2024 llegó dibujando un paisaje desolador. Sánchez ya preside el Gobierno gracias a sus acuerdos subterráneos con aquellos con los que dijo que jamás pactaría. Se ha encamado con Bildu, el partido simpatizante de la ETA y nos devuelve con escolta y honores al fugitivo Puigdemont, que huyó escondido en un maletero. El año 2024 trae a la esposa del presidente Sánchez pringada en chanchullos y comisiones, trae también el enésimo episodio de corrupción e inmoralidad con el exministro Ábalos y su asesor Koldo García pringados hasta el tuétano con el escándalo de las presuntas mordidas en la compra de mascarillas. Typical socialista: aprovechar la desgracia ajena para lucrarse, aprovechar una pandemia histórica para trincar en la compra de material sanitario. Con todo eso, y con más, han vilipendiado el trabajo de cientos de policías y funcionarios de Justicia, metiéndonos a todos en una alianza imposible y calamitosa con quienes sencilla y abiertamente no creen en España como país, ni en su legitimidad ni en su futuro.

			El PP, que se sentía más cerca del PSOE que de Vox, y que aspiraba a un gran pacto con el socialismo más moderado —esa clase de socialismo que no existe—, o que ocupó su campaña electoral del verano de 2023 en diferenciarse de su compañero natural en la derecha, porque lo único que le interesaba era gobernar en solitario, ha rendido el discurso y se ha plegado a los intereses de la izquierda por enésima vez. Además, lo ha hecho gratis, porque lo único que persiguen es continuar turnándose en el gobierno sine die.13 

			No nos van a callar

			Si cabía alguna duda acerca de la tendencia procriminal que parece conducir toda actuación del poder político español, ya ha quedado disipada. El Gobierno socialista y comunista ha procedido a elaborar una ley para amnistiar a la totalidad de los delincuentes del golpe de Estado en Cataluña en octubre de 2017. El PP ha puesto pocos impedimentos políticos mientras, de cara a la galería, promovía concentraciones sin más lema que las banderas de su partido. Sin embargo, se negaba a apoyar las concentraciones y movilizaciones que el resto de las formaciones políticas y asociaciones y plataformas de la sociedad civil organizaba ante las sedes socialistas. Unos por acción y otros por omisión, por cobardía, por reiterar la manida táctica de Rajoy de esperar sentado el paso de los restos del enemigo. Así, la comitiva fúnebre nunca pasó y la corona de flores que algunos habían reservado para la ocasión se usó para enterrar a la democracia española. 

			¿Hay dignidad? ¿Queda algo? España tiene hambre de españoles honrados, pero estamos peleados entre nosotros. Nadie quiere perder nada de lo que tiene, ni siquiera la razón, aunque esta parece ser universal porque todo el mundo dispone de la suficiente. Cabría entender que los pocos ricos que no están preocupados por nada porque tienen de todo, y los muchos pobres que están preocupados por todo porque no tienen de nada, no perdieran tiempo en estas luchas, pero la inmensa clase media y trabajadora, compuesta por empresarios, abogados, médicos, albañiles y comerciantes, policías, conductores de autobús, enfermeras y operarias de fábrica, deberíamos poner pie en pared y rebelarnos. Hacerlo, de entrada, ante los más altos cargos que un día estuvieron también entre nosotros y que han dejado de atender sus obligaciones —a las que todos estamos subordinados— para atender sus posibilidades de trepar la pirámide de poder y ambición en la que ya están bien encaramados.

			A los jefes policiales y militares, funcionarios, ciudadanos y políticos que estáis aquí para lo mismo que nosotros: bienvenidos, cada día somos más. No será fácil y muchos nos quedaremos en el camino. Nos intentarán robar la honra y la hacienda, pero somos legión y, con la fuerza de nuestra razón, nuestro compromiso, nuestro respeto por la libertad y la igualdad de derechos, vamos a quebrar esto de una vez por todas. Lo haremos por los que vienen detrás de nosotros. 

			A los directores generales, mandos de la Policía Nacional, Guardia Civil y resto de policías locales y autonómicas que solo están pendientes del BOE, donde aparece su próximo ascenso o que amplía la ferretería que llevan en el pecho, y que solo sirve para sacar chepa y agigantar el ego; a los altos funcionarios pendientes de una palmadita en la espalda que respalde su mediocre carrera y a los políticos que ocupan un sillón para servirse y no servir, a cualquiera que se dé por aludido en todo o parte de lo que aquí vamos a escribir: nuestros nombres están en la cubierta de este libro, ya sabéis quiénes somos. Quedan muchas páginas, podéis seguir acudiendo al desprecio y al descrédito, a mover los hilos para buscarnos la ruina, como ya habéis intentado y, a veces, conseguido. En el caso de Samuel, ni siquiera podéis ir abriendo el siguiente expediente disciplinario para que no se agoten los plazos porque, de momento, no viste de azul. A Josema sí lo tenéis vestido de verde, esperando firmar la siguiente notificación. No nos vamos a callar. 
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